Lima 02 de Agosto de 2018

Señor Doctor:
Víctor Prado Saldarriaga 

Presidente del Poder Judicial del Perú

Presente.- 

Excúseme esta manera de llegar ante Usted con esta solicitud no ingresada por mesa de partes, pero permítame brevemente darle mis razones: 1. Le escribo contra el tiempo en la madrugada de un día de semana y en la urgencia de una institucionalidad judicial democrática peruana desacreditada como nunca antes a nivel nacional y mundial. 2. Creo tener propuestas dignas de ser leídas, pero como el tiempo que Usted tiene es brevísimo incluso para seleccionar lo que es digno de ser escuchado o leído esta carta tiene algo de medida cautelar en medio de la urgencia de la tormenta. 3. Anteriormente he presentado a dos Presidentes del Poder Judicial el Dr. Víctor Ticona y el Dr. Duberlí Rodriguez mi respectiva solicitud ingresada por mesa de partes solicitándole una entrevista personal y poniéndole en conocimiento ya en aquel entonces la “Declaración Universal de la Espiritualidad como Derecho Fundamental y Política Pública” una Carta Internacional redactada por mi persona destinada a constituirse en una herramienta de renovación moral de todos los Pueblos de la Tierra, con la idea que el Poder Judicial la haga suya y lo proponga al Ejecutivo, para que el Estado Peruano lo haga suyo y lo proponga a la Comunidad Mundial, propósito nunca atendido positivamente, sin concedérseme audiencia, ante el Dr. Ticona y ante el Dr. Rodriguez quien me la concedió verbalmente pero sin concretarse en los hechos.    4. Tengo confianza y fe en la buena voluntad como motor de la historia, en ese sentido creo y espero que esta solicitud será atendida,  porque este medio permitirá que algunos de los hombres de buena voluntad, que tengan más tiempo que el que Usted goza por su al alto cargo, lo leerá y será alguno de ellos que le podrán resaltar la dignidad de estas propuestas y permitirá que en el momento oportuno Usted pueda comprender su alcance
 y significado que creo es de imperiosa necesidad y utilidad en estos momentos únicos y trascendentales de nuestra historia.    

En ese sentido le adjunto a la presente tres documentos:
1. La Lista de medidas de Deslinde y Lucha contra la Corrupción y Reforma en la Estructuración del Estado.

2. La Declaración Universal de la Espiritualidad como Derecho Fundamental y Política Pública. 

3. El Manifiesto por el “Capac Cocha Ético de jueces por la Justicia”.
Atentamente,
David Quispe Salsavilca
Hombre de Buena Voluntad

Juez Superior titular de la Corte Superior de Justicia de Lima

Lista de medidas de Deslinde y lucha contra la Corrupción y Reforma en la Estructuración del Estado. Por David Quispe Salsavilca juez superior de la Corte Superior de Justicia de Lima
La presente lista de medidas parte del supuesto que el Poder Judicial dentro de los órganos del Estado es el llamado a liderar la reforma moral del Estado por constituir la institucional reserva moral del pueblo peruano. En estas circunstancias necesita dar claras señales a la ciudadanía de su auténtica lucha contra la corrupción y recuperar la confianza del Poder Constituyente, en tanto su interés no solo se encuentra en la inmediatista microscopia de luchas litigiosas sino institucionalmente además a mediano y largo plazo, enfocado en hacer efectivo los derechos fundamentales satisfaciendo los grandes intereses generales así como los valores propios de toda sociedad democrática. 
Las medidas sugeridas son las siguientes: 
1. Constituirse en parte civil en todo proceso que sea acusado un miembro de la mafia (como demandante o parte civil del proceso penal) a efectos de resarcirse el daño moral, personal afectado dada la imagen de la institucionalidad llegada a la más baja de la historia de la República. Asímismo hacer un llamado a todas las entidades públicas como Academia de la Magistratura, Ministerio Público, Congreso de la República o privadas como JUSDEM, Sindicatos de Trabajadores del Poder Judicial, ONGs que condecoraron a los involucrados, afectadas por la mafia, así como ciudadanos particulares (promoviéndose a través de una ley especial su incorporación al proceso en class action) para que se constituyan en parte civil  y  procedan del mismo modo en los respectivos procesos. Esta medida permitirán además de deslindar claramente ante la opinión pública con los miembros de la organización mafiosa que obraron como jueces al interior del Poder Judicial proyectar y obtener una efectiva reparación civil a tal punto que ningún beneficio oculto, ni ningún estratagema procesal de la mafia de utilidad instrumental del debido proceso  permita que a futuro el Estado Peruano pague un vergonzoso sol a personas involucradas con la mafia. Para operativizar efectivamente esta medida se sugiere que una Comisión plantee y promueva el establecimiento de “Criterios objetivos para la determinación del daño”, cono por ejemplo la caída del porcentaje de aprobación al Poder Judicial; el costo en los medios masivos de comunicación en espacios publicitarios por espacio de tiempo comparándolas por el espacio de tiempo que de hecho han tomado las noticias de los involucrados en los actos mafiosos en los medios masivos de comunicación, este criterio sería objetivo y permitiría cuantificar el daño moral a la institución en cifras reales.

2. Democracia Judicial. Lo cual comprende las siguientes acciones: a) Reforzar la propuesta de la Sala Plena de la Suprema que el Presidente del Poder Judicial y los presidentes de Corte sean elegidos por voto directo y universal de los jueces titulares. b) Que igualmente los miembros del Consejo Ejecutivo del Poder y el Gerente General  sean elegidos por la totalidad de jueces por el respetivo nivel para los primeros y por voto directo y universal para el segundo. c) Que se promueva la deliberación para definir criterios consensuados en cada especialidad entre los jueces a través de una política agresiva de plenos distritales y regionales los cuales motivarían en breve plazo plenos casatorios de carácter de vinculante a fin de coadyuvar asimismo desde un efectivo debate judicial generados desde los niveles judiciales inferiores a una justicia predecible y vinculante.  
3. La interceptación telefónica autorizada por un juez como medida autorizada por un juez penal y solicitada al interior de un proceso disciplinario como medida de lucha contra la mafia. La medida efectiva contra la corrupción ha sido la interceptación telefónica autorizada por un juez. Ninguna otra medida ha sido tan efectiva en la historia de los procesos sobre conductas de jueces en su función. Mas bien los órganos de control interno y externo han estado totalmente distraídos en lo irrelevante, que ha empoderado incluso a los elementos corruptores que se han colocado dentro del sistema (Ejemplo el CNM). Este hecho debe llevar a una profunda reflexión para el diseño de un nuevo procedimiento administrativo que no sea propiamente disciplinario sino procedimiento administrativo de protección de la independencia judicial lo cual comprendería al disciplinario abocado en lo relevante porque el juez corrupto es el mayor infractor al deber de independencia e imparcialidad, incorporando esta medida como central en la lucha contra la corrupción, así como el estudio de los indicadores de riqueza, aspecto último que también debiera incluir a los servidores judiciales. A partir de ahora además de establecerse como deber de conducta que ninguna autoridad miembro del CNM, Notario, Ministro de Estado, Congresista, ni Juez jerárquicamente superior o del mismo nivel o inferior nivel pueda recomendar un caso ni siquiera que reciba a una de las partes; se debe reconocer a todo juez de la República su derecho a grabar toda conversación telefónica como medida de defensa a su independencia, pudiendo denunciar el hecho ante el Órgano competente del procedimiento administrativo de protección de la independencia judicial, ante el cual podrá además solicitar la autorización de la interceptación telefónica.   

4. Reforma en la configuración del Consejo Nacional de la Magistratura (CNM). Dado que el control externo personificado por el actual CNM fue capturado por una organización mafiosa dentro de un sistema democrático, de representación plural de sectores de la sociedad civil, debería proponerse reglas que aseguren que la presencia del control externo no volverá a caer en la misma captura. En ese sentido deben debatirse medidas como las siguientes: a) Representantes que tengan al menos un título de post grado en alguna Universidad que esté dentro de las 1000 universidades del ranking mundial de universidades a la fecha del otorgamiento del título de post grado respectivo (según SUNEDU quien lo definirá de acuerdo a lo establecido por entidades prestigiosas como la QS World University Ranking). b) Representantes que no litiguen ni él ni su cónyuge, conviviente libre o no de impedimento matrimonial, ni los parientes cosanguíneos ni de afinidad hasta el segundo grado (comprendiendo para estos efectos la afinidad por convivencia), ninguno de ellos durante los últimos cinco años, ni que sea miembro ni él o ella o las personas descritas de un Estudio que litigue igualmente en los últimos cinco años. c) Selección de los miembros del CNM representantes de las Universidades por elección universal de alumnos del tercio superior y no por autoridades. Esta elección universal sin, embargo, a efectos de considerar el mérito en el elector y no promover la caída en la calidad de las universidades sino por el contrario en simultáneamente promover su mejora se definiría por votos ponderados sujetos al peso de la respectiva universidad según el ranking mundial de universidades, de tal modo que el voto de un estudiante del tercio superior de la universidad más alta del país valga dos veces el voto de la universidad que este a cien puntos de diferencia en el ranking mundial, tres veces del que este a doscientos puntos, cuatro veces respecto al que está trescientos puntos así sucesivamente hasta llegar a cincuentaiún veces al que está a cinco mil puntos de diferencia, los estudiantes del tercio superior que pertenezcan a  universidades por debajo de ello gozarán de voto no obligatorio y su voto solo tendrá el peso de 1 sobre cien respecto a la universidad de más alto ranking. Este sistema de elección permitirá impedir la formación de redes de favor al interior de los representantes.    
5. La derogatoria constitucional de la Ratificación. Institución que ha servido para empoderar a una institución corrupta y debilitar la posición de un juez independiente.  

6. Reforma constitucional democrática en la configuración del Congreso de la República. 
La crisis involucra también una fuerte crisis moral al interior del Congreso de la República lo cual es estructural. Una reforma democrática debe reconocer que lo central desde el punto de vista democrático es que todo ciudadano se sienta representado por su congresista y que el acceso a la publicidad mediada por el costo económico que representan los avisos, o el favor de una cúpula partidaria no puede convertirse en el elemento central de la carrera política. El paso necesario es extender al todo del universo de representantes, en una concepción esencialmente nueva, lo que de modo aislado y muy embrionario se ha establecido con el “derecho de cuotas”, como por ejemplo la “cuota de género” a nivel sólo de candidatos, de este modo en primer lugar se debe seleccionar y definir los grupos sociales que han de tener su representante en el Congreso así como ponderar su peso de representación en el universo de representantes que es 120 conforme al actual número de congresistas. Para ello se requiere el establecimiento de reglas consensualmente aceptadas, que como esfuerzo consciente de la sociedad en su conjunto, pueda previamente definir el vehículo instrumental eficaz que asegure su conformación representativa, por cuanto la experiencia histórica, en la circunstancia de prevalencia en el mundo de la vida de interferencias dirigidas a estimular el adjetivo vital en vez del sustantivo vital dentro de una “ingeniería del consentimiento”, nos demuestra que este objetivo no se alcanza espontáneamente. A este instrumento eficaz lo denominaremos “El mapa de los grupos sociales de nuestra República” o simplemente “el mapa”, de tal modo, que la composición del universo de 120 congresistas esté previamente definido en cuanto a la definición de sus grupos sociales representados y al número de representantes de cada grupo social el cual mantendrá una alícuota de representantes en el Congreso, esto es uno, dos, tres o quizás hasta cuatro representantes variando su número según su relevancia numérica en la realidad, previamente definida de la manera más objetiva y técnica posible en el mapa, cuya característica es su definición previa, consensual y técnica. Ciertamente los grupos sociales gozan de una fuerte movilidad social, de tal modo que nada más lejana que la situación de un sistema de castas, pues el mapa social debería ser actualizado en un periodo razonable que puede ser cada diez años. De otro lado no sería necesaria una acreditación del sector a la que uno pertenece para definir su voto, simplemente la decisión del elector y no su situación social objetiva acreditada debe delimitar su capacidad electiva circunscrita a un grupo social de representación, lo contrario además de burocrático y poco práctico podría significar una efectiva limitación a la libertad de elegir. La correspondencia entre lo previsto técnicamente con la realidad asegurará que todo grupo tenga efectivamente su representante, por cuanto espontáneamente todo integrante de un grupo tenderá a votar por su grupo que define su interés y aún cuando ello no suceda en todos los casos esto no dejará de ser una tendencia determinante, porque aún en el supuesto de escasos votos en un determinado grupo social este tiene asegurada su representación por el establecimiento previo del mapa y en todo caso el “riesgo” de eventual –y casi imposible- tendencia al vacío o desierto de representantes de un grupo social no podría concretarse por el conocimiento de tal situación divulgada por analistas o encuestadoras políticas. Finalmente debe resaltarse que esta medida permitiría un mecanismo de control directo del elector a su representante en base a un registro que informe el grupo social por el que votó, en otras palabras manteniendo el carácter secreto del voto, se podría reconocer el grupo social por el que voto el elector viabilizándose así campañas de remoción de congresistas vía intertnet, de representantes cuyo desenvolvimiento en el ejercicio del cargo no se ajusta al sentir de sus electores. No se necesitaría en ese sentido elecciones de ratificación a mitad del periodo congresal, sino ello podría ocurrir en cualquier momento.

7. Ley de Publicidad de la propaganda electoral que mencione el costo de la publicidad del partido o representante  postulante.  Esta medida comprendería a todo proceso de elección a cargo público o Colegio Profesional y pretende desincentivar el exceso de publicidad electoral en momentos de campaña que además de provocar una saturación en el elector, no solo no ayuda a conocer realmente el contenido y la trayectoria del postulante al cargo público por elección sino ha servido para fortalecer la visión de la carrera política como una inversión que pretende justificar discursivamente la corrupción refiriéndose a los gastos de campaña como un costo que debe ser recuperado con el uso corrupto de los fondos públicos. Con esta ley todo aviso publicitario de campaña electoral, al estilo de la publicidad de cigarrillos que contiene un pequeño pero efectiva mención a que “fumar puede ser dañino a la salud”, contendría una referencia expresa y clara sobre el costo en soles en campaña que viene realizando el postulante o el partido político así como su correspondiente puesto en el ranking de gastos publicitarios de campaña de postulantes ordenados de mayor o menor. La referencia de todo aviso publicitario se actualizaría mes a mes durante el año anterior a la elección y de semana a semana en el último mes y diariamente en la última semana electoral.
8. Declaración Universal de la Espiritualidad como Derecho Fundamental y Política Pública. Conforme a la Carta que se anexa. El Poder Judicial lo haría suyo y promovería.

9. Capac Cocha Etico de Jueces por la Justicia. Conforme al “Manifiesto” que se anexa.
Declaración Universal de la Espiritualidad como derecho fundamental y política pública Por David Quispe Salsavilca juez superior de la Corte Superior de Justicia de Lima

Los seres humanos de todos los pueblos del planeta de diferentes creencias religiosas, agnósticas y ateas proclaman la siguiente Carta Declarativa de la Espiritualidad como derecho fundamental y  política pública con el objeto que cada Estado Nacional y Federal del Planeta lo asuma como parte de su política de Estado favoreciendo la concreción del desarrollo de la formación propicia para la dignidad humana, la consolidación de los valores morales de las autoridades públicas y de los ciudadanos en general, así como el diálogo inter-religioso que efectivice una cultura de paz centrada en la dignidad humana. 

Preámbulo

· Considerando que la dignidad humana es el valor esencial de la sociedad y del Estado que legitima todo ejercicio de poder político, el cual se encuentra a su servicio.
· Afirmando que para garantizar la dignidad humana y con ello los derechos humanos es necesario desarrollar y promover los ejercicios espirituales, entendida ésta como toda práctica encaminada a desarrollar un enfoque existencial que supere el egocentrismo, reconozca la dignidad de lo humano en cada individuo y asuma de modo auténtico y personal la pregunta sobre el sentido de vida.
· Reconociendo la diversidad religiosa, de creencias, ideologías y de pensamiento y la diversidad cultural asociada a su gestación; e identificando la existencia de una diversidad de actividades espirituales desarrolladas al interior de cada sociedad como consecuencia de una tradición ancestral o una costumbre cultural o una actividad deliberada y organizada a través de parroquias, iglesias plurales, Centros de Meditación o asociaciones de ciudadanos libres. 
· Particularmente reconociendo el valor espiritual de las creencias religiosas, agnósticas y ateas cuando dentro de ellas se han desarrollado, a modo de tradición, las prácticas espirituales de la tradición hinduista, judeo-cristiana, católica y evangélica en sus diversas escuelas, taoísta, budista, musulmana, sikista, del sendero sagrado de Sant Mat  o del humanismo greco latino que va hasta la logoterapia de Victor Frankl y el coaching ontológico integral, entre otros.
· Reconociendo que la economía de mercado extendida en todo el planeta tiene como motor el interés individual que si bien ha afianzado la libertad económica y política, en cuanto a la función pública ha encontrado una fragilidad de motivación manifestada en actos de corrupción o el desinterés en la participación política, en un contexto de crisis de sobrevivencia de la especie  caracterizada por problemas globales que colocan en riesgo la vida como hoy la conocemos, tales como el cambio climático, el desarrollo y tráfico de armas nucleares, el narcotráfico y las guerras inter religiosas;
·  Convencidos de que existe una comunidad de vida humana global cada vez más interdependiente que afronta los problemas globales descritos, donde cada decisión tiene un impacto no solo individual o nacional, sino también alcanza un impacto global que puede ser negativamente irreversible.
·  Conscientes de la urgencia de tomar acciones  decisivas para transformar las estructuras y sistemas formativas en el desarrollo de la persona por lo que es necesario promover y desarrollar en cada ser humano especialmente en los funcionarios públicos además de la formación informativa, racional y física abarcadas por el sistema educativo y los medios de comunicación masiva;  un espacio de "introspección"  o "recogimiento" a través de actividades que tienen una larga tradición con los cuales es propicio abordar de modo existencial  las grandes preguntas del por qué y el para qué, del sentido de la vida y de la muerte así como del legado histórico personal a las futuras generaciones. 
· Proclamamos esta Declaración Universal de la Espiritualidad como derecho fundamental y política pública, y hacemos un llamado a la Asamblea General de las Naciones Unidas para adoptarla, como propósito común para todos los pueblos y naciones del mundo, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, se responsabilicen por promover mediante la enseñanza, la educación, y la concientización, el respeto a estos derechos reconocidos en esta Declaración, y asegurar a través de medidas y mecanismos prontos y progresivos de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universal y efectivos, entre todos los pueblos y los Estados del Mundo.


Artículo 1.- Derecho a la formación Espiritual


El derecho a la formación espiritual es un derecho humano fundamental que coexiste y reafirma el respeto por la libertad religiosa o de credo, cultural y de pensamiento, la tolerancia y la dignidad del ser humano como valor supremo de la sociedad y del Estado. El carácter laico del estado constitucional no es un impedimento para reconocer el valor de las prácticas espirituales, lo que trasciende todo credo confesional y se ubica dentro del patrimonio de la humanidad a la cual es copartícipe todo ser humano incluido naturalmente el agnóstico y el ateo. 


Dentro de la pluralidad de creencias religiosas el ser humano individual escoge la práctica espiritual en la modalidad de su elección. 


Artículo 2.- Derecho-Deber de Retiro Espiritual en los funcionarios públicos


Todo ciudadano para acceder a la función pública, o funcionario público en su ascenso, en especial el que detenta alta función pública debe y tiene el derecho de experimentar como requisito especial para el ejercicio de la función pública la vivencia de un retiro espiritual en la modalidad de su elección. El retiro espiritual no puede ser menor de dos días. 

Artículo 3. -La Política Pública de promoción de la Espiritualidad 


La Política Nacional de promoción de la Espiritualidad forma parte de la Política General del Gobierno, al mismo tiempo que lo trasciende en el sentido que es constituyente de la legitimación de todo el poder público. Ella es de interés de la humanidad y cada Estado está obligado a promoverlo en su población, ciudadanía y en los detentadores del poder público. En relación a los funcionarios públicos la promoción se realiza a través de un órgano autónomo al Gobierno y a los poderes del Estado.

Manifiesto por el "Capac Cocha Ético de Jueces por la Justicia" Por David Quispe Salsavilca juez superior de la Corte Superior de Justicia de Lima
A las juezas y jueces de buena voluntad que buscan, esperan y aman la justicia; y a aquellas y aquellos jueces que ni esperan ni aman pero que en el misterio de la consciencia, la culpa, el pago del delito o el error, el propósito de enmienda; en el misterio del perdón y de la fe los aguardamos con esperanza.   
Coniraya Wiracocha ha violado el Templo, ha violado al CNM; y los jueces justos volaron para evitar ser violados, mientras que otros fueron arrojados del Templo al océano.

Es la hora de Urpayhuachac, es hora que regrese al Templo y enfrente a Coniraya Wiracocha. Ha comenzado el despiojo y tememos qué sucederá cuando descubramos la cantidad de piojos que hay en la Cabeza de Coniraya Wiracocha. Coniraya ha aceptado el despiojo pero solo por estrategia de cálculo, pero ¿cuánto tiempo más permaneceremos en este juego simbólico?
¿Qué harán los jueces defensores de los derechos de la mujer que querían una jueza como presidenta de la Corte de Lima que lucharon contra toda violencia y feminicidio a la mujer gritando: "Ni una Menos"? 
El hecho de hoy es peor; hoy en nuestra propia Casa, en nuestro Templo del cual formamos parte como Cuerpo Místico de la Justicia,  ha acontecido una violación, y no nos animamos a salir por las calles a expresar nuestra indignación.  Acaso colegas, ¿se arrojarán al fondo del Océano o volarán para evitar ser violados, o mejor aún, formarán el cuerpo místico de Urpay Huachac para enfrentar al poderoso Coniraya?. Esta es nuestra oportunidad histórica de restablecer el equilibrio y la santidad en el Templo de la Justicia. 
Capac Cocha es el sacrificio pre hispánico salvaje e incomprendido, hecho contra la o el inocente para calmar la ira de los Apus o restablecer el equilibrio natural o social en la pre hispánica civilización andina. Nosotros, Nosotras, como jueces, esto es como líderes sociales comprometidos con los derechos fundamentales y los más altos valores de nuestra actual sociedad enraizada en el territorio de una de las siete civilizaciones matrices de la humanidad: la civilización andina, debemos desplegar además de una lucha argumentativa y jurídica contra la corrupción un compromiso inacabado en este frente que involucra toda nuestra subjetividad simbólica capaz de reconectarnos con la fragmentada sociedad civil reconociéndonos dentro de la cultura plural milenaria andina. No renunciar a este frente sino asumirlo como única manera de hacer efectiva una gesta victoriosa por la vigencia de los derechos fundamentales y democráticos a la vez que simultáneamente constituirse en condición de posibilidad de reconciliarnos con nuestra herencia materna andina en un “equilibrio creador de lo imposible”.  En ese sentido la escenificación en marcha pública del ritual más intenso de la civilización andina ante una crisis como la presente, no solo es digna, legítima y justa sino de necesario despliegue pero reinterpretado, aséptico a todo sacrificio real de vida como fue históricamente en el Tahuantinsuyo sino espiritualizado como motor de la subjetividad ética que prescindiendo de situar al hombre como instrumento, despliegue una lectura contemporánea de fortalecimiento ético ante el cosmos y la ciudadanía  
Debemos participar, convocar, organizar, realizar con la mayor difusión posible el "Capac Cocha Ético de Jueces por la Justicia" el cual consiste en lo siguiente:

· Una multitudinaria marcha de jueces el 14 de Setiembre de 2018, fecha aniversario de la publicación del primer vladivideo que antecedió la caída de la última dictadura corrupta. Dieciocho años después desde Nicolás de Piérola (ex Colmena) y Rufino Torrico local de la sede “Backus” denominada por los jueces “Urpay Huachac”, hasta Paseo de la República en el frontis de Palacio de Justicia, iríamos cada uno de nosotros con una cinta morada (no roja ni blanca), llevando entre las manos un Certificado Ético Simbólico que diría "El paciente tiene una enfermedad producto de una reacción de sus anticuerpos éticos que rechazan la intromisión del virus corrupción en su organismo".

· Durante la marcha del "Capac Cocha Ético de Jueces por la Justicia", además de los jueces participantes titulares en actividad, así como jubilados como la Dra. Inés Villa Bonilla y miembros de la sociedad civil, participaría en silla de ruedas un ciudadano símbolo quien llevaría en las manos tres cintas negras. Al llegar a nuestro destino, al frontis de Palacio de Justicia el Señor Presidente del Poder Judicial cogería tres cintas negras (tamaño pequeño, mediano y grande) como símbolo de las cintas de los hermanos en la función de todos los niveles que en algún momento traicionaron a la función, denigrándola; entonces, ante la presencia de una fogata procedería a quemar las cintas, en acto de procurar la pureza y dignidad de la función. 
· A partir de ese momento nos pondríamos de pie, y se daría dos minutos de silencio de profunda reflexión interna por todo el daño físico, personal y moral  que se ha ocasionado a inocentes justiciables, al prójimo, con las decisiones manchadas -rindiéndoles homenaje así como a los inocentes caídos por las torres gemelas- por el atroz daño ocasionado por los hermanos que en un determinado momento han denigrado la función. Terminado el tiempo, nos sacaríamos la cinta morada y cada uno se pondría su cinta roja o blanca, según el caso, para finalmente beber agua (símbolo de la pureza de la función y del saciar la sed de justicia de la población) como contraria a la cultura de la “gaseosa” símbolo de la corrupción minúscula.  El presidente le daría de beber agua al ciudadano símbolo y le entregaría un recordatorio. 
Formemos una Comisión de Símbolos que se encargaría como primera labor de la organización del "Capac Cocha Ético de Jueces por la Justicia".
